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1. INTRODUCCIÓN
Han trascurrido más de diez años desde el nacimiento de la llamada «Doctrina Parot» y tres años desde que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante, TEDH) condenara a nuestro país por la aplicación de tal doctrina a personas que redimían penas por el trabajo conforme al Código Penal (en adelante, CP) de 1973. 
El pronunciamiento del TEDH supuso una importante conmoción en parte de la sociedad española (azuzada por todo tipo de declaraciones políticas bien o mal intencionadas), que no entendía como una persona condenada a miles de años de prisión, por la comisión de numerosos actos delictivos especialmente deplorables, podía ser excarcelada al cabo de poco más de un par de décadas. Tiempo después, parece que las aguas han vuelto a su cauce (el de la legalidad) y es buen momento para hacer balance y preguntarse por el alcance de la doctrina del TEDH acerca del principio de legalidad (en su vertiente de prohibición de la retroactividad desfavorable), su impacto en la jurisprudencia de los Tribunales españoles y la vigencia actual de la denominada «Doctrina Parot». 
El objetivo final de esta breve intervención será encarar el problema de la retroactividad desfavorable de medidas que, como en el caso de la «Doctrina Parot», se aplican inesperada y retroactivamente a personas ya sentenciadas, que ven como el número de años de prisión se incrementa considerablemente. 
2. La llamada «Doctrina Parot» 
2.1. La «Doctrina Parot» y la STS de 28 de febrero de 2006
La denominada «Doctrina Parot» debe su nombre a Henri Parot, recurrente en casación ante el Tribunal Supremo (en adelante, TS), resuelto en la sentencia de 28 de febrero de 2006. Este pronunciamiento del Alto Tribunal trae causa de un recurso por infracción de ley contra una resolución de la Audiencia Nacional por la que se establecían dos condenas «acumuladas» autónomamente de treinta años cada una, cuando lo que correspondía (como manifiesta el TS en la resolución mencionada) era «acumular» todas ellas en un único bloque. Pero lo verdaderamente relevante de esta sentencia no es la reiteración de una jurisprudencia ya consolidada relativa a la aplicación de las reglas de conexidad en el concurso real, sino la argumentación subsiguiente que da origen a la conocida «Doctrina Parot».
El TS acabaría estimando en esta resolución las pretensiones del recurrente, casando la sentencia y «acumulando» todas las penas, pero simultáneamente, a modo de obiter dicta, elabora una doctrina de alcance general que apuesta por la individualización de las penas impuestas, no dando lugar la fijación del máximo de cumplimiento a una nueva pena, con la consiguiente imposibilidad de aplicación del beneficio de la redención de penas por el trabajo a dicho límite. El TS argumenta en la sentencia de 28 de febrero de 2006 que en el art. 70.2ª del CP de 1973 se contempla una operación jurídica que pretende establecer una mera limitación temporal al cumplimiento en prisión, es decir, un «máximo de cumplimiento» que no se convierte en una pena nueva. Luego si tras realizar esta operación jurídica no surge una nueva pena, la conclusión para el Alto Tribunal no es otra que el cumplimiento de la condena se debe realizar «pena a pena», esto es, extinguiendo cada pena separadamente, con los «avatares» que le correspondan y con los «beneficios» a los que tenga derecho.
 Tal proceder, que no es sino la definición de la «Doctrina Parot», se sintetiza con meridiana claridad en el Fundamento de Derecho cuarto de la mencionada sentencia: «De tal modo, que la forma de cumplimiento de la condena total, será de la manera siguiente: se principiará por el orden de la respectiva gravedad de las penas impuestas, aplicándose los beneficios y redenciones que procedan con respecto a cada una de las penas que se encuentre cumpliendo. Una vez extinguida la primera, se dará comienzo al cumplimiento de la siguiente, y así sucesivamente, hasta que se alcanzan las limitaciones dispuestas en la regla segunda del art. 70 del Código Penal de 1973. Llegados a este estadio, se producirá la extinción de todas las penas comprendidas en la condena total resultante»[footnoteRef:2]. [2:  La STS 14 de noviembre de 2008 (FJ. 4) ilustra la «Doctrina Parot» con un ejemplo particularmente aclaratorio aplicado sobre la legislación vigente (Código Penal de 1995): «De este modo, condenada una persona a doce penas (en el mismo o distintos procesos) que sumen 100 años de prisión, y establecido el límite máximo de cumplimiento por vía del art. 76.1 ó 2 CP, en veinte años, habrá de empezar a cumplir la más grave de aquéllas, a la que le serán aplicables los beneficios correspondientes a la misma. Si transcurren veinte años de cumplimiento efectivo de esa primera pena con el descuento de los beneficios que le correspondan, sin haberlo extinguido, el resto pendiente y las demás penas «se declararán extinguidas». Pero si, cumplida en su totalidad (con el descuento de los beneficios que procedan) esa primera pena, no se ha alcanzado todavía el límite máximo establecido, se continuará con el cumplimiento de la siguiente pena más grave, con sus beneficios, y así sucesivamente hasta cubrir dicho máximo de veinte años de cumplimiento efectivo de privación de libertad, quedando entonces extinguidas las demás penas».] 

Las consecuencias prácticas de esta forma de computar la aplicación del beneficio de la redención de penas por el trabajo, diferente a la que se venía siguiendo de forma habitual con anterioridad a la STS de 28 de febrero de 2006, no son triviales en absoluto. Bajo el CP de 1973, la llamada «Doctrina Parot» implica la prolongación efectiva de la estancia en prisión respecto de aquellos penados que redimen penas por el trabajo. Así, si tras realizar la operación jurídica del art. 70.2ª del CP de 1973 no surge una nueva pena, extinguiéndose las anteriores, sino que las penas de prisión impuestas mantienen su vigencia cumpliéndose sucesivamente hasta alcanzar el máximum, la conclusión será que los días redimidos se descontarán de cada una de las penas a que ha sido condenado el sujeto, de acuerdo con el art. 100 del CP de de 1973[footnoteRef:3]. De este modo, derivativamente, en los casos de comisión de muchos delitos graves supondrá la desaparición del beneficio, pues extinguida la primera de la penas (aun con el abono de los días redimidos), el penado deberá seguir cumpliendo todas las demás sucesivamente hasta que alcance el límite correspondiente. Como resultado, se impide la reducción del tiempo de condena por abono de días redimidos, de manera que ello se traduce en una prolongación sustancial de tiempo de prisión, que puede sobrepasar fácilmente la década. [3:  De acuerdo con el art. 100 del Código Penal de 1973: «Al recluso trabajador se abonará, para el cumplimiento de la pena impuesta, previa aprobación del Juez de vigilancia, un día por cada dos de trabajo, y el tiempo así redimido, se le contará también para la concesión de la libertad condicional».] 

2.2. Interrogantes que suscita la «Doctrina Parot»  
Llegados a este punto, más de diez años después de la aparición de la llamada «Doctrina Parot», puede afirmarse que han sido numerosos los interrogantes, problemas y discusiones que ha despertado. Muestra de ello es la miríada de resoluciones judiciales de la jurisdicción ordinaria, sentencias del Tribunal Constitucional (en adelante, TC) y sentencias del TEDH, muchas de ellas con sus votos particulares discrepantes, que han ido pronunciándose sobre algunos de sus aspectos más conflictivos. La doctrina científica no ha permanecido al margen. Tras la STS de 28 de febrero de 2006 son muchas las publicaciones que aluden a la interpretación sentada por dicha resolución, casi siempre con carácter crítico. Del mismo modo, sobre todo tras condena a España por violación del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (en adelante, CEDH), se han sucedido en los medios de comunicación manifestaciones políticas de diversa índole sobre la «Doctrina Parot». 
Sin perjuicio de otras consideraciones político-criminales que exceden el ámbito del análisis del derecho positivo, en nuestra opinión son dos los aspectos que deben estudiarse sobre la interpretación sentada en la STS 28 de febrero de 2006, claramente diferenciados: 1) la propia «Doctrina Parot», la interpretación del antiguo art. 70 del CP de 1973 en relación con las redenciones de penas por el trabajo y otras posibles vicisitudes procesales y penitenciarias (o en su caso del art. 76 del CP actual); y 2) su aplicación a cada caso concreto, que puede ser imposible, inadecuada o ilegítima por diversas causas, como la vulneración del principio de irretroactividad que luego veremos.
1) El primero de ellos se refiere a la correcta interpretación de los arts. 70.2ª y 76 de los CP de 1973 y de 1995, respectivamente. Es decir, hace referencia a si la «Doctrina Parot», como construcción hermenéutica sobre la aplicación del beneficio de la redención de penas por el trabajo, es correcta. También se refiere a cuáles son los efectos o la trascendencia de la «Doctrina Parot», si ha supuesto algún cambio en la manera de cumplir las penas y qué quiere decir el TS en la sentencia de 28 de febrero de 2006 con que los «beneficios y redenciones» se deban aplicar con respecto a cada una de las penas que se encuentre cumpliendo el penado[footnoteRef:4]. [4:  Profundizando en estas cuestiones, vid. DÍAZ GÓMEZ, Andrés, «Los efectos de la llamada «Doctrina Parot» sobre las fechas de repercusión penitenciaria y su aplicabilidad sobre el Código Penal derogado y vigente», en Revista del Instituto Universitario de Investigación en Criminología y Ciencias Penales de la UV, nº 10, 2013, págs. 80 ss.] 

2)  El segundo aspecto hace referencia a la legalidad y oportunidad de aplicación en cada caso particular. Así, podemos pensar que la ejecución retroactiva de la «Doctrina Parot» vulnera el derecho fundamental a la igualdad, o el principio de seguridad jurídica, por ejemplo, y que eso la convierte en inaplicable. Pero tal cosa no quiere decir necesariamente que el art. 70 del CP de 1973 deba interpretarse de uno u otro modo. En última instancia, supone plantearse la compatibilidad de la aplicación de la «Doctrina Parot» con distintos derechos fundamentales y principios constitucionales: principio de igualdad (art. 14 CE), derecho a la libertad (art. 17.1 CE), principio de interdicción de la reformatio en peius e interdicción de la indefensión (art. 24.1 CE), principio de intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes y el principio de seguridad jurídica (arts. 9.3 y 24.1 CE), principio de legalidad penal (art. 25.1 CE), principio de resocialización (art. 25.2 CE), etc.[footnoteRef:5]. [5:  Vid. más ampliamente: DÍAZ GÓMEZ, Andrés, «La “Doctrina Parot” y sus aspectos formales y constitucionales: a propósito de la sentencia 21 de octubre de 2013 del TEDH», en Revista General de Derecho Penal, nº 20, 2013, págs. 5 ss.] 

3. La prohibición de la retroactividad desfavorable 
El problema de la vulneración del principio de legalidad por la «Doctrina Parot», en el sentido de aplicación retroactiva de esta doctrina a las personas que ya se encontraban cumpliendo su condena, es sin duda el más complejo y trascendente. De hecho, como sabemos, este ha sido el motivo que ha llevado finalmente a rechazar la aplicación de tal doctrina a los condenados conforme al CP de 1973, tras la condena a España por el TEDH debido a la vulneración del art. 7 CEDH.
La cuestión clave a dilucidar es si puede aplicarse la interpretación contenida en la STS 28 de febrero de 2006 a supuestos producidos con anterioridad a esta fecha, casos en que el reo se encontrare ya cumpliendo condena conforme una interpretación del límite máximo de cumplimiento de acuerdo con la cual tal condena se transformaba en una nueva pena. Esta situación no puede confundirse, sin embargo, con la posible aplicación retroactiva del art. 78 CP a través de la «Doctrina Parot», porque son instituciones que no podrían ser más diferentes[footnoteRef:6]. En nuestra opinión no puede hablarse nunca de aplicación retroactiva del art. 78 CP a través de esta interpretación del cómputo de la redención de penas fijada por el TS[footnoteRef:7].  [6:  La equiparación de la «Doctrina Parot» con el art. 78 CP ha sido constante en la doctrina. Sin embargo, resulta muy diferente realizar el cómputo de cada institución pena por pena («Doctrina Parot») que referirlo a la suma aritmética de todas las penas conjuntamente (art. 78). Vid. RODRÍGUEZ HORCAJO, Daniel, «Nulla poena sine lege y retroactividad de cambios jurisprudenciales: modificaciones tras la STEDH as. Del Río Prada c. España (21/10/2013)», en Anuario de derecho penal y ciencias penales, Tomo 66, Fasc/Mes 1, 2013, págs. 280 a 282). ]  [7:  Así también: CUERDA RIEZU, Antonio Rafael, «El concurso real y la acumulación de penas en la sentencia del Tribunal Supremo 197/2006, de 28 de febrero, relativa al caso Henri Parot: observaciones legales y constitucionales», en Cuadernos de derecho judicial, nº 7, 2006, pág. 288] 

Se trata, por tanto, de determinar si la interpretación jurisprudencial del art. 70.2ª del CP de 1973, la denominada «Doctrina Parot», se ha aplicado ilegalmente a condenas anteriores a la fecha en la que fue dictada la sentencia del TS. En realidad, la «Doctrina Parot», aplicada al abono de la redención de penas por el trabajo, siempre será retroactiva y no podrá aplicarse a delitos cometidos con posterioridad a su creación. Nótese que su origen se produce con la STS 28 de febrero de 2006, momento en que el CP de 1973 (y el beneficio de redención de penas por el trabajo) solo se aplicaba a un escaso 3% de personas que había cometido sus delitos con anterioridad a la entrada en vigor del CP de 1995 (antes del día 25 de mayo de 1996).  
Los Tribunales españoles han negado tradicionalmente la vulneración del principio de legalidad penal (art. 25.1 CE y 7.1 CEDH) sobre la base de dos argumentos: 1) porque la «Doctrina Parot» no es una Ley, sino una determinada interpretación jurisprudencial de una Ley, por lo que no queda sometida a la prohibición constitucional que prohíbe la retroactividad de la Ley desfavorable; y 2) porque lo que prohíben los arts. 9.3 y. 25.1 CE es la retroactividad de las normas de Derecho penal material, pero no los aspectos jurídicos de inicio, cumplimiento y control de las penas, que se circunscriben al Derecho de ejecución de penas (tesis de la distinción entre retroactividad y retrospección)[footnoteRef:8].  [8:  V. g. SSTC 126/1987 (FJ. 11), 227/1988 (FJ. 9), 173/1996 (FJ. 3).] 

3.1. La retroactividad desfavorable de la jurisprudencia: doctrina del TS
La prohibición de la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables encuentra su apoyo en el art. 9.3 CE, mandato constitucional que se repite en art. 25.1 CE y se recoge expresamente en los primeros preceptos del CP, que consagran las clásicas garantías sancionadas en los aforismos «nullum crimen sine lege» y «nulla poena sine lege». Sin embargo, tales preceptos no contienen referencia alguna a las sentencias judiciales, solo a la Ley. Por ese motivo la doctrina se ha preguntado si realmente son aplicables las prescripciones constitucionales acerca de la irretroactividad a la jurisprudencia, lo que en el caso que discutimos alcanza una indudable importancia y relevantes consecuencias prácticas. 
Tradicionalmente, un importante sector de la doctrina, que probablemente constituye la mayoría, ha considerado que no cabe incluir dentro de la garantía de la irretroactividad de las normas desfavorables los cambios jurisprudenciales, aun perjudiciales[footnoteRef:9]. De este modo, los Tribunales conservan su libertad interpretativa evitando el inmovilismo que supondría la imposibilidad de modificar la exégesis anterior de la norma[footnoteRef:10]. En sentido parecido se ha pronunciado la jurisprudencia, manifestando el TS una postura uniforme desde antaño. Así pueden observarse, por ejemplo, las SSTS 11 de mayo de 1994 o 14 de mayo de 1998[footnoteRef:11]. Del mismo modo, el TS hace alusión a ello en la STS 28 de febrero de 2006 (FJ. 5)[footnoteRef:12].  [9:  Siempre teniendo en cuenta principios tales como de motivación y de prohibición de analogía, entre otros. Vid. BACIGALUPO ZAPATER, Enrique, Principios de derecho penal. Parte general, Akal, Madrid, 1998, pág. 86; SERRANO GONZÁLEZ DE MURILLO, José Luis, «Prohibición de retroactividad y cambios de orientación en la jurisprudencia», en Anuario de la Facultad de Derecho, nº 11, 1993, págs. 249 ss.; GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, Antonio, «Relevancia de los cambios de criterio de la doctrina jurisprudencial y los plenos no jurisdiccionales del Tribunal Supremo», en Cuadernos de Derecho judicial, nº 7, 2006, págs. 199 a 204. ]  [10:  SERRANO GONZÁLEZ DE MURILLO, José Luis, «Prohibición de retroactividad y cambios de orientación en la jurisprudencia», en Anuario de la Facultad de Derecho, nº 11, 1993, págs. 253 y 254.]  [11:  La STS 11 de mayo de 1994 (FJ. 8) señalaba ya que «…se debe recordar que el principio de legalidad (art. 25.1 CE) no garantiza la irretroactividad de la jurisprudencia, sino la de las leyes. Como lo reconoce la doctrina dominante, la nueva interpretación del texto legal vigente en el momento de la comisión del delito implica, en todo caso, la aplicación de la ley vigente en el momento del hecho, que es lo garantizado por la prohibición de irretroactividad de las leyes». Según la STS 14 de mayo de 1998 (FJ. 1), «…esta Sala ha mantenido con claridad que el principio de legalidad no garantiza la irretroactividad de la jurisprudencia, sino de las leyes, por lo que no resulta prohibida la aplicación de criterios desfavorables derivados de cambios jurisprudenciales razonados y fundamentados». ]  [12:  Señala la mencionada resolución: «…sería pertinente recordar que la doctrina ampliamente mayoritaria y nuestra propia jurisprudencia (ad exemplum, STS 1101/1998) no consideran aplicable a la jurisprudencia la prohibición de irretroactividad, que el texto del art. 25. 1 CE reserva a la legislación y el del art. 9.3 a disposiciones legales o reglamentarias». Con posterioridad, podemos citar entre otras, por ser suficientemente expresiva, la STS 11 de diciembre de 2008 (FJ. 3): «Se pretende también aquí por el recurrente que la doctrina de la sentencia de esta sala de fecha 28.2.2006, la relativa al referido Henry Parot, que es la del auto recurrido, no debió aplicarse al caso, porque ello constituye una vulneración de ese principio de irretroactividad de la ley penal que solo tiene su excepción en la retroacción de la norma más favorable a la que acabamos de referirnos. Ciertamente la doctrina de la mencionada sentencia de 28.2.2006, […] es menos favorable para el reo que la aplicada con anterioridad a tal resolución judicial; pero tal doctrina no es una ley, sino una interpretación de la ley diferente de la que había prevalecido hasta entonces con efecto vinculante para los demás órganos judiciales...». ] 

Desde luego, resulta complicado argumentar desde una interpretación estrictamente gramatical que la prohibición constitucional y legal de retroactividad desfavorable se extiende también a la jurisprudencia, al margen de que la interpretación de la «Doctrina Parot» pueda o no incluirse en tal prohibición de retroactividad, como veremos a continuación. Como señala la STS 29 de octubre de 2009, FJ. 5, «la jurisprudencia no crea normas legales de las que quepa afirmar su irretroactividad en caso de no ser más favorables. Se limita a establecer la interpretación correcta de la ley ya vigente en el momento en que los hechos punibles han tenido lugar, y por lo tanto debe ser tenida en cuenta en el momento en el que la ley se aplica». Por tanto, la Ley sigue siendo la misma y lo único que cambia es la interpretación que hacen de ella los tribunales.
3.2. La retroactividad desfavorable de las normas de ejecución: doctrina del TC
La distinción entre la pena material y las cuestiones relativas su ejecución, cuya modificación retroactiva, en este último caso, no resultaría amparada por el art. 25.1 CE, llevaría a entender conforme a la legalidad la aplicación retroactiva de la «Doctrina Parot. Así lo entendió el TC, afirmando que la aplicación de la «Doctrina Parot» no se encuentra dentro del ámbito del principio de legalidad, que se reconduciría únicamente a la interpretación y aplicación de los tipos penales, la subsunción de los hechos probados en los mismos y la imposición de la pena en ellos prevista. La llamada «Doctrina Parot» se situaría, pues, dentro del ámbito de la ejecución de una pena privativa de libertad y por tanto fuera de la protección del art. 25.1 CE[footnoteRef:13].  [13:  Vid. por todas, STC 39/2012 (FJ. 3) que a su vez cita otras resoluciones como SSTC 137/1997 (FJ. 7), 13/2003 (FJ. 3), 229/2003 (FJ. 16) o 145/2005 (FJ. 4), entre otras.] 

Lo que se cuestiona es, en definitiva, la forma de cómputo de la redención de penas por el trabajo, y de ahí no se deriva, según el TC, «ni el cumplimiento de una pena mayor que la prevista en los tipos penales aplicados, ni la superación del máximo de cumplimiento legalmente previsto». El TC cita la jurisprudencia del TEDH, SSTEDH de 10 de julio de 2003 (Grava c. Italia) y 15 de diciembre de 2009 (Gurguchiani c. España), según la cual se confirma, en su opinión, las cuestiones relativas a la ejecución de la pena, si no implican que la misma sea más grave que la prevista por la ley, no conciernen al derecho a la legalidad penal (art. 7.1 CEDH)[footnoteRef:14]. [14:  En palabras del TC: «En primer lugar, ha de tenerse en cuenta que no nos encontramos en el ámbito propio del derecho fundamental consagrado en art. 25.1 CE, que es el de la interpretación y aplicación de los tipos penales, la subsunción de los hechos probados en los mismos y la imposición de la pena en ellos prevista […], sino en el de la ejecución de una pena privativa de libertad, cuestionándose el cómputo de la redención de penas por el trabajo, sin que de la interpretación sometida a nuestro enjuiciamiento se derive ni el cumplimiento de una pena mayor que la prevista en los tipos penales aplicados, ni la superación del máximo de cumplimiento legalmente previsto. En esa misma línea —y en contra de lo sostenido por el Ministerio Fiscal— el Tribunal Europeo de Derechos Humanos también viene afirmando que las cuestiones relativas a la ejecución de la pena y no a la propia pena, en la medida en que no impliquen que la pena impuesta sea más grave que la prevista por la ley, no conciernen al derecho a la legalidad penal consagrado en el art. 7.1 del Convenio, aunque sí pueden afectar al derecho a la libertad...». STC 39/2012 (FJ. 3).] 

3.3. La irretroactividad de las medidas desfavorables con impacto «real» en la duración de la condena: doctrina del TEDH
No puede negarse que la denominada «Doctrina Parot» es tan solo una interpretación jurisprudencial referida a la forma de computar determinadas instituciones sobre el quantum de condena. Pero tampoco que tal interpretación provoca unos efectos no menos importantes que la aplicación retroactiva y negativa de una nueva pena, con una prolongación muy considerable del tiempo en prisión; en un momento en que, resultaba difícil cuestionar que los penados no tuvieran la convicción fundada en la práctica procesal de que las redenciones de penas seguirían aplicándose como hasta entonces. 
En este sentido se pronunciaría el TEDH, primero en la sentencia 10 de julio de 2012 (Sala Tercera) y después en la de 21 de octubre de 2013 (Gran Sala), configurando una solución alternativa más adecuada y flexible que ha terminado por prohibir la aplicación retroactiva de la «Doctrina Parot» en el cómputo de las redenciones de penas por el trabajo[footnoteRef:15].  [15:  El asunto llega al TEDH de la mano una persona condenada en España por diversos delitos de terrorismo que se encontraba cumpliendo condena conforme al CP de 1973 y redimiendo penas por el trabajo, a la que se le termina por aplicar la denominada «Doctrina Parot» (Inés del Río Prada). Tras fijar la Audiencia Nacional la fecha de excarcelación coincidiendo con el máximum de cumplimiento vigente conforme al CP de 1973, reduciendo a la nada las redenciones por el trabajo a través de la estricta aplicación de la interpretación del Tribunal Supremo consignada en la STS 28 de febrero de 2006, esta persona decide recurrir ante el TEDH la aplicación retroactiva de la «Doctrina Parot», previo paso por la Audiencia Nacional y el TC. El recurso se fundamenta en la violación de los arts. 7, 5 y 14 CEDH. ] 

Como se indicaba con anterioridad, dos eran los argumentos por los que los Tribunales nacionales negaban que la aplicación retroactiva de la «Doctrina Parot» vulnerase el principio de legalidad penal (art. 25.1 CE y 7.1 CEDH): que esta se sitúa dentro del ámbito de la ejecución de una pena privativa de libertad (y por tanto fuera de la órbita del art. 25.1 CE) y que no es una norma sino una resolución judicial (de modo que la retroacción de la jurisprudencia tampoco encuentra protección constitucional). El TEDH viene a resolver ambos obstáculos al mismo tiempo, al flexibilizar el concepto de «pena» a efectos del art. 7.1 CEDH en base a su incidencia real en la duración de la privación de libertad; de modo que no importa si el aumento del número de años de prisión tiene su origen en una Ley aplicada retroactivamente o en una resolución judicial. 
Señala el TEDH que debe irse «más allá de las apariencias» para determinar si una determinada medida equivale en esencia a una «pena», en el sentido del art. 7.1 CEDH, segundo inciso[footnoteRef:16]. Para ello deben tenerse en cuenta factores como la naturaleza y finalidad de la medida, su caracterización en la legislación nacional, los procedimientos involucrados en su adopción o su gravedad[footnoteRef:17]. Sin embargo, como el propio TEDH admite, tal distinción no siempre es clara en la práctica. Ya que la nueva interpretación del TS («Doctrina Parot») lleva en la práctica a la extensión de la privación de libertad por nueve años más, haciendo totalmente inoperantes las disposiciones de redención de penas por el trabajo, el TEDH estima que tal cambio en el método de cálculo sí ha tenido un impacto real en la duración efectiva de la condena.  [16:  De acuerdo con el art. 7.1 CEDH, «Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido cometida, no constituya una infracción según el derecho nacional o internacional. Igualmente no podrá ser impuesta una pena más grave que la aplicable en el momento en que la infracción haya sido cometida».]  [17:  §48 STEDH 10 de julio de 2012 y §82 STEDH 21 de octubre de 2013.] 

En efecto, la aplicación de la nueva forma de cómputo convierte la condena en una de duración de treinta años íntegros, sin posibilidad de aplicar el beneficio del art. 100 del CP de 1973[footnoteRef:18]. Por ese motivo entiende que, en este caso, la distinción entre pena y su ejecución no es tan evidente. De ahí que el TEDH llegue a la conclusión que la «Doctrina Parot» no solo ha tenido impacto en la ejecución, sino también en el propio concepto de «pena» a efectos del art. 7.1 CEDH. Además, para el TEDH, la demandante podía legítimamente esperar la aplicación del beneficio de la redención de penas por el trabajo sobre el máximum de treinta años, ya que la jurisprudencia y la práctica judicial y administrativa previa a la STS 28 de febrero de 2006 era lo suficientemente precisa como para no poder prever un cambio jurisprudencial sobre la aplicación de este beneficio[footnoteRef:19].  [18:  §109 STEDH 21 de octubre de 2013.]  [19:  Vid. §54, 60 y 74 STEDH 10 de julio de 2012 y §99, 100, 103, 112, 115 y 177 STEDH 21 de octubre de 2013, fundamentalmente.] 

Por tanto, si se vulnera el art. 7 CEDH por la aplicación retroactiva de una doctrina jurisprudencial imprevisible que supone de facto un mayor tiempo de prisión y la inoperancia del beneficio penitenciario de la redención de penas, también se vulnera en consecuencia el art. 5.1 CEDH, que recoge el derecho a la libertad, dado el tiempo transcurrido en prisión desde que la persona demandante debía ser puesta en libertad en aplicación de la anterior interpretación jurisprudencial del art. 70.2ª CP de 1973[footnoteRef:20]. [20:  §124 a 132 STEDH 21 de octubre de 2013.] 

4. REPERCUSIÓN DE LA STEDH 21 de octubre de 2013
Tras la condena a España por la vulneración del CEDH en la STEDH 21 de octubre de 2013, las reacciones no se hicieron esperar en el ámbito judicial nacional. Así, al día siguiente la Audiencia Nacional decidió excarcelar a la demandante en aplicación de la mencionada sentencia[footnoteRef:21]. Poco después, la Sala Segunda del TS, reunida en pleno no jurisdiccional el día 12 de noviembre de 2013, adoptó el acuerdo de revertir la forma de computar el beneficio de la redención de penas por el trabajo, para volver a actuar tal y como venía haciéndose con anterioridad a la «Doctrina Parot»[footnoteRef:22].  [21:  AAN 61/2013, de 22 de octubre de 2013.]  [22:  En sus términos: «En los casos de sentencias condenatorias en ejecución, dictadas con anterioridad al día 28 de febrero de 2006, en las que se aplique el CP derogado de 1973, por no resultar más favorable el CP de 1995, las redenciones ordinarias y extraordinarias que procedan se harán efectivas sobre el límite máximo de cumplimiento establecido conforme al artículo 70 del referido Código de 1973, en la forma en que se venía haciendo con anterioridad a la sentencia de esta Sala nº 197/2006, de 28 de febrero». Esta nueva doctrina se aplica ya en la STS 14 de noviembre de 2013 (FJ. 1) y sería reiterada en numerosas resoluciones con posterioridad.] 

Recordemos que para el TC español la «Doctrina Parot» no cae dentro del art. 25.1 CE, sino fuera de su órbita de protección (puesto que se encuentra en la fase de ejecución de las penas), por lo que esta doctrina es aplicable retroactivamente sin merma del principio de legalidad. Para el TEDH, sin embargo, hay que ir «más allá de las apariencias» y adoptar una postura más flexible; de modo que si tal interpretación tiene un impacto significativo y efectivo en la duración de la pena, aunque formalmente se trate de aspectos de ejecución, debe incluirse en el concepto de «pena» a efectos del art. 7.1 CEDH. 
Se trata de una corriente interpretativa que el TEDH ya venía propugnando en otras sentencias, como la STEDH 12 de febrero de 2008 (Kafkaris c. Chipre), citada por las SSTEDH 10 de julio de 2012 y 21 de octubre de 2013 (Del Río Prada c. España), cuando afirmaba que el principio de legalidad del art. 7.1 CEDH exigía ir «más allá de las apariencias» para comprobar si una medida en particular equivale a una «pena», distinción que no siempre es clara en la práctica[footnoteRef:23].  [23:  §142 STEDH 12 de febrero de 2008.] 

Como se dijo anteriormente, para el TEDH el punto de partida de cualquier valoración sobre la existencia de una «pena» consiste en comprobar si la «medida» (legislativa, judicial o administrativa) se impone a raíz de una condena tras una «acusación en material penal», aunque teniendo en cuenta otros factores como la caracterización de dicha medida en el Derecho penal nacional, su naturaleza y finalidad, los procedimientos que encierra su ejecución y la gravedad[footnoteRef:24].  Se trata, en palabras de algunos autores, de «levantar el velo» e incluir en el concepto de «pena» aquello que materialmente tenga un impacto efectivo en su severidad aunque formalmente pertenezca al ámbito de la ejecución[footnoteRef:25]. Lo determinante no sería la fase procesal en que se toma la decisión, sino sus consecuencias materiales: si afecta a la duración de la privación de libertad, por mucho que formalmente estemos ante la aplicación de beneficios penitenciarios (como la redención de penas por el trabajo), materialmente estaremos ante un pronunciamiento relativo a la pena[footnoteRef:26]. [24:  No obstante, tampoco la gravedad de la medida sería determinante, ya que muchas medidas no penales de carácter preventivo pueden producir un efecto sustancial sobre la persona afectada. Vid. §124 a 133 STEDH 17 de noviembre de 2009 (M. c. Alemania) y §119 a 130 STEDH 28 de noviembre de 2013 (Glien c. Alemania); cfr. §151 a 183 STEDH 7 de enero de 2016 (Bergmann c. Alemania), donde la prisión preventiva se extiende por la necesidad de tratar un trastorno mental del demandante. Vid. también §28 a 44 STEDH 15 de diciembre de 2009 (Gurguchiani c. España), donde el TEDH considera «pena» a efectos del art. 7.1 CEDH la sustitución de la pena de prisión por la expulsión durante la ejecución de la condena.]  [25:  LANDA GOROSTIZA, Jon-Mirena, «Ejecución de penas y principio de legalidad ante el TEDH. A propósito del caso Del Río Prada c. España, STEDH, 3ª, 10.07.2012 (42750/09) y la aplicación de la doctrina Parot», en Indret: Revista para el Análisis del Derecho, nº 5, 2012, págs. 6 a 16.]  [26:  ALCÁCER GUIRAO, Rafael, «Tribunal Europeo de Derechos Humanos - La "doctrina Parot" ante Estrasburgo: Del Río Prada c. España (STEDH 10.7.2012, n.o 42750/09). Consideraciones sobre la aplicación retroactiva de la jurisprudencia y la ejecución de las sentencias del TEDH», en Revista de Derecho Comunitario Europeo, nº 43, 2012, págs. 939 ss.] 

A partir de la STEDH 21 de octubre de 2013 se consolida la «expansión» del principio de legalidad del art. 7.1 CEDH a cuestiones relacionadas con la ejecución de las penas, como es la «Doctrina Parot», siempre que materialmente afecten a la duración efectiva de la pena. Poco importa si la «pena» tiene su origen en una Ley formal o en una interpretación jurisprudencial. Esto no quiere decir, claro está, que la noción de «pena» del TEDH se amplíe a cualquier materia referente a la ejecución y cumplimiento de la sanción. De cualquier modo, habrá que examinar cada supuesto, caso por caso, para determinar si la medida debe ser considerada o no una «pena» y es protegida por el principio de legalidad, a efectos de prohibir su retroactividad. Recordemos que el TEDH viene considerado como «medidas de ejecución» o «medidas de aplicación» (y por tanto, no como «penas») aspectos tan importantes como la remisión de una condena o el cambio del régimen de excarcelación anticipada en las penas de cadena perpetua[footnoteRef:27]. [27:  Vid. §51 STEDH 10 de julio de 2003 (Grava c. Italia); §142 STEDH 12 de febrero de 2008 (Kafkaris c. Chipre); §83 STEDH 21 de octubre de 2013 (Del Río Prada c. España).] 

En el ámbito nacional, más allá de la excarcelación de algunos penados que redimían penas por el trabajo, la doctrina de la legalidad asentada por el TEDH debería inspirar a nuestros Tribunales patrios, conforme al art. 10.2 CE, en la interpretación del principio de legalidad.  
En primer lugar, debería ayudar a flexibilizar la tradicional postura del TS acerca de la retroactividad desfavorable de la jurisprudencia, dejando a salvo la posibilidad de que los Tribunales puedan reinterpretar retroactivamente la norma penal. Es cierto que en estos casos la ley sigue siendo la misma, pues lo único que cambia es la interpretación que hacen de ella los Tribunales. Pero el principio de legalidad penal también ha de tener una vertiente cercana a la seguridad jurídica que garantiza nuestra Constitución (art. 9.3 CE), que podría verse afectada ante un cambio jurisprudencial inopinado y gravoso[footnoteRef:28]. Esto ocurriría cuando los condenados tienen una expectativa real y concreta de ser excarcelados en una u otra fecha, en base a la práctica procesal habitual de Jueces y Tribunales, como viene a indicar el TEDH. [28:  De acuerdo con el TC, la seguridad jurídica «…es suma de certeza y legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no favorable, interdicción de la arbitrariedad, pero que, si se agotara en la adición de estos principios, no hubiera precisado de ser formulada expresamente. La seguridad jurídica es la suma de estos principios, equilibrada de tal suerte que permita promover, en el orden jurídico, la justicia y la igualdad, en libertad». STC 27/1981 (FJ. 10).] 

En segundo lugar, también debería modificar la postura del TC sobre el ámbito de protección del principio de legalidad penal (art. 25.1 CE), que debe abrirse a aspectos formalmente relacionados con la ejecución pero que materialmente tienen un impacto significativo y efectivo en la duración de la pena. Se trata de dejar atrás una distinción formalista que polarice entre interpretación y aplicación de los tipos o subsunción de los hechos probados e imposición de la pena, por un lado, y ejecución de la pena, por otro. Es posible adoptar una postura más flexible in dubio pro libertate, como ya hizo el TC en su momento[footnoteRef:29]. Este cambio de postura se aventura en la STC 261/2015 (FJ. 5), sobre el momento de abono de la prisión provisional (doble abono), donde el TC vincula su postura al principio de seguridad jurídica, refiriéndose a la STEDH 21 de octubre de 2013 para afirmar que «el criterio de ‘legalidad’ establecido por el Convenio exige que toda ley debe ser suficientemente precisa para permitir a las personas […] prever, hasta un punto razonable en las circunstancias de cada caso, las consecuencias que pueden derivarse de un acto determinado». [29:  Vid. STC 117/2004 (FJ. 5).] 

Finalmente, en relación a la actual vigencia de la denominada «Doctrina Parot», debe advertirse que el TEDH, como anteriormente el TC, no analiza el fondo de la doctrina, esto es, no valora si el art. 70.2ª CP de 1973 se debe interpretar de una u otra forma, si las redenciones por el trabajo deben aplicarse sobre el máximum o sobre cada pena. El Tribunal de Estrasburgo no dictamina sobre si el cambio jurisprudencial era bueno o malo, mejor o peor, sino sobre su previsibilidad o retroactividad en relación con los preceptos del CEDH que han podido ser conculcados. En consecuencia, la «Doctrina Parot», en cuanto a interpretación que es sobre la forma de computar determinadas instituciones penales y penitenciarias en relación a la condena de los penados, permanece todavía incólume.
Indudablemente, queda descartada la posibilidad de aplicarla a la redención de penas por el trabajo, conforme al CP de 1973, ya que implica una retroactividad desfavorable inadmisible por el principio de legalidad. Pero el TS también venía aplicando los fundamentos de la «Doctrina Parot» a la aplicación de los días de abono de la prisión provisional en el CP de 1995[footnoteRef:30]. Conforme a la misma, el abono de la prisión preventiva debe aplicarse a cada una de las penas que sucesivamente se van dejando extinguidas, no al límite máximo de cumplimiento. Precisamente, comprobamos que, con posterioridad a la STEDH 21 de octubre de 2013, el TS sigue manteniendo la aplicación de la «Doctrina Parot» a efectos del doble abono de prisión preventiva; lo que evidencia que el fundamento de esta doctrina no ha sido modificado[footnoteRef:31].   [30:  Vid. SSTS 28 de marzo de 2011 (FJ. 2), 21 de octubre de 2011 (FJ. 3), 4 de mayo de 2012 (FJ. 3), 28 de mayo de 2012 (FJ. 3) 10 de julio de 2012 (FJ. 6), entre otras.]  [31:  Vid. STS 5 de octubre de 2015 (FJ. 2): «El máximo no es una nueva pena diferente de las anteriores. Son las mismas enlazadas y sucesivamente cumplidas con un total de estancia en prisión (o, en libertad condicional, que también es cumplimiento)».] 
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